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MODIFICA LA LEY N° 18.050, QUE FIJÓ NORMAS GENERALES SOBRE INDULTOS PARTICULARES, ADECUANDO SUS NORMAS A LOS TRATADOS INTERNACIONALES RATIFICADOS POR CHILE Y QUE SE ENCUENTRAN VIGENTES, CON EL FIN DE QUE NO SE PUEDA CONCEDER EL BENEFICIO DEL INDULTO A LA PERSONAS CONDENADAS POR CRÍMENES DE LESA HUMANIDAD.  

BOLETÍN Nº 3980-07

VISTOS:

Lo dispuesto en los artículos 60 y 62 de la Constitución Política de la República; lo prevenido por la Ley Nº 18.918 Orgánica Constitucional del Congreso Nacional y lo establecido por el Reglamento de la H. Cámara de Diputados.
CONSIDERANDO:

1° Que Chile es Estado parte de la Declaración Universal de Derechos Humanos, de la Declaración Americana de Derechos y Deberes del Hombre, del Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, del Protocolo Facultativo del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, de la Convención Americana de Derechos Humanos “Pacto de San José de Costa Rica”, de la Convención contra la Tortura y otros Tratos Crueles, Inhumanos o Degradantes, de la Convención Interamericana para Prevenir y Sancionar la Tortura, de la Convención para la Prevención y Sanción del delito de Genocidio, de la Convención sobre la Prevención y el Castigo de Delitos Contra Personas Internacionalmente Protegidas, de la Convención Internacional Contra las Toma de Rehenes, de la Convención Sobre el Tratamiento de los Prisioneros de Guerra, de la Convención Sobre la Protección a las Personas Civiles en Tiempos de Guerra, y del Protocolo Adicional a los Convenios de Ginebra de 1949, relativo a la Protección de las Víctimas de los Conflictos Armados sin carácter internacional, entre otros, todos los cuales conforman lo que se denomina el derecho internacional de los derechos humanos.

2° Que el artículo 5° de la Constitución Política de la República, en su inciso segundo, reconoce como limite a la soberanía el respecto a los derechos esenciales que emanan de la naturaleza humana, imponiendo el deber a los órganos del Estado de respetar y promover tales derechos, garantizados por la Constitución, así como por los tratados internacionales ratificados por Chile y que se encuentren vigentes.

3° Que una tradición muy arraigada en la evolución constitucional chilena, si se quiere; o de otro punto de vista, un resabio de la monarquía, ha traído hasta nuestros días una disposición constitucional que entrega una facultad, en parte reglada y en parte discrecional, al Presidente de la República, conforme a la cual éste puede otorgar indultos particulares en los casos y formas que determine la ley. Decimos que se trata de una facultad reglada y discrecional a la vez, pues el otorgamiento depende de la mera voluntad del Primer Mandatario, pero si consiente en aplicarla, debe respetar los márgenes legales, que a su turno son tan amplios, que la facultad reglada a este respecto pasa a ser, en los hechos, discrecional.

4° Que por estos días, y a propósito de casos muy puntuales, como ha sido el indulto otorgado a violadores de los Derechos Humanos, y porque no decirlo también, aunque no ligado a situaciones tan extremas, como el caso de los indultos otorgados a una cantidad no menor de micro traficantes de drogas, la institución del indulto presidencial ha sido puesta seriamente en tela de juicio, al extremo que hay personas, con sólidos argumentos, que instan por su derogación, en el bien entendido que una democracia descansa, desde la Revolución, en la doctrina de la Separación de Poderes del Estado, sin que sea lícito al poder Ejecutivo intervenir en las decisiones adoptadas por el Poder Judicial. Creemos muy profundamente, que este debate debe darse, pero no en el contexto confrontacional que hoy se aprecia, sino en un momento en que la calma nos lleve, como legisladores, a adoptar una decisión sabia y responsable.

5° Que, sin perjuicio de lo anterior, y mientras esperamos arribar a aguas más calmas, nos parece necesario y oportuno adecuar nuestras normas legales al orden constitucional, y a partir de éste al orden internacional, que obliga al Estado chileno y a sus órganos a respetar, desde luego los derechos esenciales que emanan de la naturaleza humana, y por lo menos las disposiciones contenidas en los tratados, convenciones y declaraciones, referidos en el considerando primero. 

6° Que la forma cómo se encuentra reglada la institución del indulto presidencial en la Ley N° 18.050, como adelantamos, es muy amplia, ya que en casos calificados, según lo dispuesto en el artículo 6 de la citada ley, el Presidente de la República puede prescindir de los requisitos establecidos en la ley y de los trámites indicados en su reglamento, siempre que el beneficiado esté condenado por sentencia ejecutoriada y no se trate de conductas terroristas, calificadas como tales por una ley dictada de acuerdo al artículo 9° de la Constitución Política del Estado. 

7° Que, como decíamos más arriba, se hace necesario limitar las potestades casi omnímodas a este respecto del Presidente de la República, pues sus decisiones, como órgano del Estado pudieran traer aparejadas responsabilidades de orden internacional, pues a través de este dispositivo el Estado de Chile vulnera el derecho internacional de los Derechos Humanos, que en relación a los delitos de lesa humanidad, como son los crímenes perpetrados por agentes de la Dictadura de Pinochet, declara su inaminstiabilidad e imprescriptibilidad, y aún más, ya no sólo normas de carácter general, como las contenidas en los mencionados instrumentos internacionales, sino normas particulares contenidas en las no pocas condenas y recomendaciones de que ha sido objeto nuestro Estado por parte de la Comisión Internacional de Derechos Humanos, que entre otras, en relación al caso de don Carmelo Soria,  ha dicho que Chile debe derogar el autoconcedido Decreto Ley de amnistía del año 1978, perseguir las responsabilidades individuales y aún establecer un sistema de reparaciones a las víctimas, y ocurre precisamente lo contrario, pues para las víctimas no hay peor padecimiento que ver en la impunidad a sus victimarios.

8° Que en este estado de cosas, sólo podemos convenir, como instituciones responsables de la democracia en Chile, modificar la Ley N° 18.050, derogando el Artículo 6° y agregando una disposición que incorpore dentro de aquellos casos en que no se puede otorgar un indulto, a las personas condenadas por delitos tipificados por el derecho internacional de los Derechos Humanos, como crímenes de lesa humanidad.        

POR LO TANTO,

      El diputado que suscribe viene en someter a la consideración de este Honorable Congreso Nacional el siguiente,

PROYECTO DE LEY

Artículo Único: Se incorporan las siguientes modificaciones a la ley N° 18.050:

a) derogase el artículo 6°

b) se agrega el siguiente inciso tercero al artículo 1° “tampoco procederá el indulto respecto de los condenados por hechos que constituyeren homicidios, detenciones ilegales, secuestros, sustracción de menores, tormentos o apremios ilegítimos así como las inhumaciones o exhumaciones ilegales u otros conexos con los anteriores, cometidos entre el 11 de septiembre de 1973 y el 10 de marzo de 1990, por agentes del Estado, o en cualquier otra época, si tales crímenes o delitos, han sido calificados a la luz del derecho internacional como de lesa humanidad.” 
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